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ESTADO LIBRE ASOCIADO DE PUERTO RICO 
TRIBUNAL DE APELACIONES 

PANEL VII 
 

CAPARRA COUNTRY CLUB 
 

Recurrido 
 

v. 
 

LUIS VIGOREAUX 
LORENZANA, 

 su esposa DANA MIRÓ 
MEDINA y la SOCIEDAD 

LEGAL DE GANANCIALES 
compuesta por ambos 

 
Peticionario  

 
 
 
 
 
 
 

KLCE202200255 

Certiorari  
procedente del Tribunal 
de Primera Instancia, 
Región Judicial de 
Guaynabo 
 
 
Civil Número: 
GB2018CV00783 
 
Sobre:  
Cobro de Dinero  
Regla 60  
 

   

Panel integrado por su presidenta, la Jueza Ortiz Flores, la Jueza Romero 
García y el Juez Rivera Torres 

 
Ortiz Flores, Jueza Ponente 

SENTENCIA 
 

 En San Juan, Puerto Rico, a 30 de junio de 2022. 

 Comparece el señor Luis Vigoreaux Lorenzana, su esposa Dana 

Miró Medina y la Sociedad Legal de Gananciales compuesta por ambos 

(demandados; peticionario; parte apelante) mediante el presente recurso, 

acogido como apelación que retiene el alfanumérico KLCE202200255. 

Se recurre de la Sentencia emitida el 7 de diciembre de 2021 y notificada 

el 8 de diciembre de 2021, por el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de Guaynabo (TPI; foro apelado).  Mediante esta, el TPI declaró 

ha lugar la Demanda sobre cobro de dinero presentada por Caparra 

Country Club (demandante; recurrido; parte apelada) contra los 

demandados. 

 El 15 de diciembre de 2021, los demandados presentaron ante el 

Tribunal de Primera Instancia un escrito titulado Contestación a demanda,  

reconsideración, solicitud para que se deje sin efeto la rebeldía anotada, y 

el TPI emitió el 1 de febrero de 2022 una Resolución, notificada el 3 de 

febrero de 2022, que lo declaró no ha lugar. 
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 Inconformes, los demandados presentaron el recurso ante nuestra 

consideración, en el cual señalan la comisión por el foro apelado de los 

siguientes errores: 

1. Erró el TPI al considerar en su sentencia una moción que 
no cumple con la Regla 9.1 de Procedimiento Civil de 
Puerto Rico. 

 
2. Erró el Tribunal al anotar la rebeldía a los apelantes, 

luego de que éstos ya habían comparecido al Tribunal, 
privándolos de su día en corte y de su derecho al 
descubrimiento de prueba sobre la procedencia de la 
deuda reclamada en la demanda. 

 
3. Erró el TPI al ordenar honorarios de abogado. 

 
El 4 de abril de 2022, la parte apelada presentó una Moción de 

desestimación por falta de jurisdicción, en la que nos solicita la 

desestimación del recurso por no haberse notificado dentro del término 

reglamentario. Se expone que “[l]os apelante[s] aparentemente 

presentaron un recurso de apelación ante la Secretaría [del Tribunal de 

Apelaciones] el 4 de marzo de 2022, a las 12:28pm” mediante un correo 

electrónico, en el que estaba anejado “un archivo en formato PDF de 

193.3 Kb de tamaño, el cual solo contiene la carátula del recurso 

apelativo.”1 Argumentaron que nunca recibieron la copia del recurso y sus 

apéndices en el término dispuesto en la Regla 13(B) (1) del Reglamento 

del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA AP. XXII-B, por lo que carecemos de 

jurisdicción para intervenir. 

La parte  presentó, el 18 de abril de 2022, una Moción en oposición 

a solicitud [de] desestimación, en la que expone lo siguiente: que la 

situación que presenta la parte apelada en su moción de desestimación 

es una relacionada a la notificación del escrito de apelación incompleto y 

no se refiere a la presentación del escrito de apelación ante el TA 

incompleto o fuera del término para hacerlo; que la responsabilidad sobre 

el error recae únicamente sobre el abogado que suscribió la moción; que 

se acostumbra escanear la primera página del recurso apelativo porque 

se requiere que la notificación al TPI de la copia ponchada de la caratula 

 
1 Moción de desestimación por falta de jurisdicción, pág. 1. 
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se realice por SUMAC; que el abogado de la parte apelante ha tenido 

unas complicaciones de salud desde el mes de enero de 2022, que 

surgen de una certificación médica que se aneja a la moción; y que el día 

de la radicación el abogado de la parte apelante tuvo un episodio de alta 

presión y no pudo supervisar el proceso de notificación del recurso.2 El 

abogado de la parte apelante reconoce lo siguiente: que por error o 

inadvertencia se notificó a la parte apelada la primera página ponchada 

del recurso en vez de notificar el documento completo; que la notificación 

le fue copiada pero, dentro de la situación que le aquejaba, no revisó que 

el anejo estuviera completo y lo dio por correcto; que antes de recibir la 

moción de desestimación presentada por la parte apelada no se había 

percatado de que se había adherido al correo electrónico el documento 

de apelación incompleto; y, que si la parte apelada hubiera levantado el 

asunto antes de “la fecha de vencimiento para ellos comparecer al TA[,] 

hubieran tenido la totalidad del escrito electrónicamente en minutos sin 

causarle ningún tipo de daño a ellos y/o sus clientes.” El 18 de abril de 

2022, la parte presentó una Réplica a favor de desestimación por falta de 

jurisdicción. 

I 

 La Regla 13 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA 

Ap. V, R. 13, dispone que “[l]a parte notificará el recurso apelativo y los 

apéndices dentro del término dispuesto para la presentación del recurso, 

siendo éste un término de estricto cumplimiento.” 

El Tribunal Supremo ha reiterado que los reglamentos para 

perfeccionar los recursos ante los foros apelativos deben observarse 

rigurosamente. García Morales v. Mercado Rosario, 190 DPR 632, 639 

(2014), Soto Pino v. Uno Radio Group, 189 DPR 84, 90 (2013), M–Care 

Compounding Pharmacy et al. v. Depto. Salud, 186 DPR 159, 176 (2012). 

Se ha rechazado una interpretación restrictiva de la reglamentación, si la 

misma derrota el interés de que los casos se vean en los méritos. García 

 
2 Moción en oposición a solicitud  [de] desestimación, págs. 1-2. 
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Morales v. Mercado Rosario, 190 DPR, en la pág. 639. Ello, sin embargo, 

no implica que el cumplimiento de las reglas procesales quede al arbitrio 

de las partes ni sean soslayadas injustificadamente. Arriaga v. FSE, 145 

DPR 122, 130 (1998).  

Es norma firmemente asentada que la inobservancia sin justa 

causa de las reglas referentes al perfeccionamiento de los casos puede 

acarrear la desestimación del recurso. Isleta, LLC v. Inversiones Isleta 

Marina, Inc. 585, 594 (2019); Hernández Maldonado v. Taco Maker, 181 

DPR 281, 290 (2011); Pueblo v. Rivera Toro, 173 DPR 137, 145 (2008); 

Lugo v. Suárez, 165 DPR 729, 737 (2005); Pellot v. Avon, 160 DPR 125, 

134–135 (2003); Córdova v. Larín, 151 DPR 192 (2000). Ahora bien, 

debido a la severidad de esta sanción, el Tribunal Supremo ha dispuesto 

que primero debemos cerciorarnos que, “el incumplimiento haya 

provocado un impedimento real y meritorio” para atender el caso en 

los méritos. Román et als. v. Román et als., 158 DPR 163, 167-168 

(2002).  

II 

Es norma conocida en nuestro ordenamiento jurídico que los 

tribunales debemos ser celosos guardianes de nuestra jurisdicción y por 

ello estamos obligados a considerar este asunto aun en ausencia de 

planteamientos a estos efectos por las partes. Juliá et al. v. Epifanio Vidal, 

S.E., 153 DPR 357, 362 (2001). No poseemos la facultad de atribuirnos 

jurisdicción si no la tenemos, así como tampoco las partes en litigio no las 

pueden otorgar. Maldonado v. Junta Planificación, 171 DPR 46, 55 

(2007). La ausencia de jurisdicción es simplemente insubsanable. Id. 

Cuando un tribunal determina que no tiene autoridad para atender un 

recurso solo puede así declararlo y desestimar el caso. Caratini v. Collazo 

Syst. Análisis, Inc., 158 DPR 345, 355 (2003). La jurisdicción es un asunto 

que debemos examinar cuidadosamente, pues si no poseemos autoridad 

en ley para dirimir una causa cualquier pronunciamiento será nulo, salvo 

que sea para declarar la falta de jurisdicción y desestimar. Pagán v. 
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Alcalde Mun. de Cataño, 143 DPR 314, 326 (1997). Por ello, las 

cuestiones jurisdiccionales deben ser resueltas con preferencia. 

En lo pertinente, el inciso (C) de la Regla 83 del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-A, R. 83 (C), dispone que: “[e]l 

Tribunal de Apelaciones, a iniciativa propia, podrá desestimar un recurso 

de apelación o denegar un auto discrecional por cualesquiera de los 

motivos consignados en el inciso (B) precedente”. A tales efectos, el 

inciso (B) de la citada regla establece los siguientes motivos:   

(1) que el Tribunal de Apelaciones carece de jurisdicción;   
(2) que el recurso fue presentado fuera del término de 
cumplimiento estricto dispuesto por ley sin que exista 
justa causa para ello;   
(3) que no se ha presentado o proseguido con diligencia o 
de buena fe;   
(4) que el recurso es frívolo y surge claramente que no se 
ha presentado una controversia sustancial o que ha sido 
interpuesto para demorar los procedimientos;   
(5) que el recurso se ha convertido en académico. (Énfasis 
nuestro). 4 LPRA Ap. XXII-A, R. 83 (B). 
 
Los tribunales no tienen discreción para asumir jurisdicción donde 

no la hay.  Martínez v. Junta de Planificación, 109 DPR 839, 842 (1980). 

La falta de jurisdicción no puede ser subsanada, el tribunal no puede 

abrogarse la jurisdicción que no tiene. Maldonado v. Junta de 

Planificación, 171 DPR 46, 55 (2007).  Incluso aunque las partes no lo 

planteen, un tribunal viene obligado a velar por su jurisdicción. Sociedad 

de Gananciales v. Autoridad de Fuentes Fluviales, 108 DPR 644, 645 

(1979).  

Las cuestiones relacionadas con la jurisdicción de un tribunal 

deben ser resueltas con preferencia a cualquier otro asunto. Pérez Rosa 

v. Morales Rosado, 172 DPR 216, 222 (2007). En aquellas instancias en 

las que un tribunal dicta sentencia sin tener jurisdicción sobre la persona 

o sobre la materia, su determinación es jurídicamente inexistente. 

Empress Hotel, Inc. v. Acosta, 150 DPR 208, 212 (2000). Es decir, 

constituye una actuación ilegítima que un foro judicial adjudique un 

recurso sobre el cual carece de jurisdicción para entender en el mismo. 

Id. Así pues, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha señalado que como 
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celosos guardianes de nuestra jurisdicción los tribunales venimos 

obligados a considerar, motu proprio o a petición de parte, todo asunto 

relacionado a la misma; pues no poseemos discreción para asumir 

jurisdicción donde no la hay. Romero Barceló v. ELA, 169 DPR 460, 470 

(2006).   

Luego de examinar detenidamente los escritos de ambas partes, 

resolvemos que procede la desestimación del recurso, porque “fue 

presentado fuera del término de cumplimiento estricto dispuesto por ley 

sin que exista justa causa para ello”. 4 LPRA Ap. XXII-A, R. 83 (B)(2).  

III 

Por los fundamentos antes expuestos, se declara ha lugar la 

Moción de desestimación y se desestima el presente recurso por falta de 

jurisdicción. 

Notifíquese. 

Lo acordó el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del Tribunal de 

Apelaciones.   

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
 
 
 
 

 


